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Cardona, el Juez Bonilla Ortiz y la Jueza Cortés 

González. 

 
Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de abril de 2021. 

Comparece Scotiabank de Puerto Rico (Scotiabank o 

Apelante), mediante un recurso de apelación presentado 

el 7 de agosto de 2019. Solicita la revisión de una 

Sentencia emitida el 18 de junio de 2019 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan. 

Mediante el referido dictamen, se desestimó la causa de 

acción interpuesta por Scotiabank. 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

REVOCAMOS el dictamen apelado.  

-I- 

-A- 

(Caso del 2012) 

 El 13 de enero de 2012, Doral Bank, representado 

por el bufete García–Chamorro Law Group, P.S.C. (Bufete 

García–Chamorro), presentó una Demanda (Caso Núm. 

KCD2012–0069 o Caso del 2012) sobre cobro de dinero y 
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ejecución de hipoteca contra el Sr. Luis Valdesuso 

García, la Sra. Sara García Romero y la sociedad legal 

de gananciales compuesta por ambos (en conjunto, 

Apelados). Allí, Doral Bank alegó que los Apelados 

suscribieron un pagaré a su favor, el día 31 de diciembre 

de 2003, por la suma de $510,000 de principal, más 

intereses a razón de 6.50% anual, más gastos y honorarios 

de abogados pactados en un 10% del principal.  

 Así las cosas, el 19 de octubre de 2012, Doral Bank 

presentó una Moción en solicitud de sustitución de parte 

por Doral Bank a Scotiabank de Puerto Rico.1 Explicó que 

la hipoteca objeto del presente caso correspondía a la 

cartera de préstamos de Scotiabank. Por ello, solicitó 

que se sustituyera a Doral Bank por Scotiabank como parte 

demandante. A raíz de lo anterior, el Tribunal ordenó a 

Doral a presentar copia del pagaré endosado a favor de 

Scotiabank.2 En cumplimiento con lo requerido, 

Scotiabank presentó copia del pagaré endosado a su 

favor.3 En atención a ello, el 8 de enero de 2013, el 

foro a quo dictó una Orden en la cual ordenó la 

sustitución de la parte demandante, es decir, de Doral 

Bank por Scotiabank.4  

El 20 de mayo de 2015, el Federal Deposit Insurance 

Corporation (FDIC), también representado por el Bufete 

García–Chamorro, presentó una Moción solicitando 

sustitución de parte y paralización de los 

procedimientos.5 Indicó que en el presente caso pendía 

una reconvención contra Doral Bank y que comparecía 

 
1 Véanse las págs. 53-54 del apéndice del recurso.  
2 Véase la determinación de hecho núm. 7 de la Sentencia en la pág. 

3 del apéndice del recurso. 
3 Véanse las págs. 55-58 del apéndice del recurso. 
4 Véase la pág. 59 del apéndice del recurso. 
5 Véanse las págs. 61-63 del apéndice del recurso.  
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exclusivamente con relación a esa reconvención instada 

contra la referida institución bancaria. En dicha 

moción, el FDIC solicitó, entre otras cosas, ser 

sustituido en el lugar de Doral Bank, como parte 

reconvenida, en su capacidad de síndico de Doral Bank. 

El 26 de mayo de 2015, el foro primario ordenó sustituir 

a Doral Bank por la FDIC, como parte reconvenida.6 

Posteriormente, el 25 de agosto de 2015, el Bufete 

García–Chamorro presentó una Moción solicitando 

autorización para renunciar a la representación legal, 

en donde solicitó ser relevado de la representación 

legal de Scotiabank e informó que la persona contacto de 

la parte demandante era la Sra. Minerva Marrero 

Sotomayor, de la División Legal de Scotiabank, con la 

dirección siguiente: 280 Jesús T. Piñeiro Avenue, 1st 

Floor, Hato Rey, PR 00918.7 El 4 de septiembre de 2019, 

el foro primario emitió una Orden mediante la cual 

declaró ha lugar la referida moción de renuncia de 

representación legal.8  

Así las cosas, el 11 de julio de 2018, los Apelados 

presentaron una Moción para desestimar. El 31 de julio 

de 2018, el foro primario ordenó a Scotiabank replicar 

a la Moción para desestimar en un término de veinte (20) 

días.9 

El 30 de agosto de 2018, los Apelados presentaron 

una Segunda moción para desestimar. En atención a ello, 

y toda vez que Scotiabank no compareció en el término 

provisto, el 6 de septiembre de 2018, el foro primario 

declaró ha lugar a la segunda moción para desestimar de 

 
6 Véase la determinación de hecho núm. 13 de la Sentencia en la pág. 

4 del apéndice del recurso. 
7 Véase las págs. 185-186 del apéndice del recurso.  
8 Véase la pág. 188 del apéndice del recurso. 
9 Véase la pág. 138 del apéndice del recurso. 
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los Apelados. En consecuencia, desestimó sin perjuicio 

el referido caso mediante una Sentencia.10 

El 12 de septiembre de 2018, los Apelados 

presentaron una Moción para que la desestimación sea con 

perjuicio para solicitar que el foro sentenciador, en 

reconsideración, desestimara el caso con perjuicio. El 

18 de septiembre de 2018, el tribunal declaró ha lugar 

la moción antedicha y, en consecuencia, desestimó el 

Caso Núm. KCD2012–0069 con perjuicio mediante una 

Sentencia enmendada. 

    -B- 

(Caso del 2018) 

Ahora bien, paralelo al trámite procesal 

previamente expuesto y previo a que concluyera el caso 

Núm. KCD2012–0069, el 26 de julio de 2018, Scotiabank 

interpuso una nueva Demanda (Caso Núm. SJ2018CV05589) 

sobre cobro de dinero y ejecución de hipoteca contra los 

Apelados. 

En cuanto a esta, el 22 de febrero de 2019, los 

Apelados interpusieron una Moción de Sentencia Sumaria 

en la que solicitaron que se desestimara la demanda 

instada por Scotiabank por ser de aplicación la doctrina 

de cosa juzgada. En síntesis, sostuvieron que tanto el 

Caso del 2012, como la actual Demanda, versaban sobre la 

misma causa de acción (cobro de dinero y ejecución de 

hipoteca por la vía ordinaria); contra los mismos 

demandados (Luis M. Valdesuso García, Sara García Romero 

y la Sociedad de Bienes Gananciales compuesta por 

ambos); y sobre el mismo pagaré hipotecario objeto del 

Caso Núm. KCD2012–0069. Además, añadieron que ninguna de 

 
10 Véase la pág. 144 del apéndice del recurso. 
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las partes solicitó reconsideración ni recurrió en 

alzada de la Sentencia dictada en el caso Núm. KCD2012–

0069, por lo que dicho dictamen es final y firme. 

Oportunamente, el 25 de marzo de 2019, Scotiabank 

se opuso a la solicitud de los Apelados. Explicó que 

Doral Bank, como agente de servicio o administrador del 

préstamo hipotecario en controversia, solicitó que el 

Caso del 2012 continuase en nombre y a favor de su 

representado, Scotiabank, más no que fuera reemplazado. 

Por otro lado, adujo que todas las notificaciones y/o 

los dictámenes fueron cursados al FDIC y no a Scotiabank 

de Puerto Rico.  Siendo ello así, Scotiabank sostuvo que 

no fue parte en el Caso 2012, por lo que no se cumplían 

los requisitos para aplicar la doctrina de cosa juzgada. 

Así las cosas, el 18 de junio de 2019, el foro 

primario emitió una Sentencia mediante la cual concedió 

la solicitud de sentencia sumaria de los Apelados y, en 

consecuencia, desestimó con perjuicio la Demanda instada 

por Scotiabank.11 

No conteste con lo anterior, Scotiabank interpuso 

este recurso de apelación y formuló los siguientes 

señalamientos de error: 

ERRÓ EL TPI AL APLICAR LA DOCTRINA DE COSA 

JUZGADA CUANDO NO HAY PERFECTA IDENTIDAD DE 

PARTES Y LA CALIDAD EN LA QUE LO FUERON. 

ERRÓ EL TPI AL APLICAR LA DOCTRINA DE COSA 

JUZGADA CON LA AUSENCIA DE NOTIFICACIÓN 

ADECUADA A SCOTIABANK. 

ERRÓ EL TPI AL APLICAR LA DOCTRINA DE COSA 

JUZGADA CON UNA DETERMINACIÓN QUE NO FUE EN 

LOS MÉRITOS.  

ERRÓ EL TPI AL APLICAR LA DOCTRINA DE COSA 

JUZGADA CUANDO AMBOS PLEITOS ESTABAN ACTIVOS 

AL MISMO TIEMPO. 

 
11 Posteriormente, los Apelados presentaron una solicitud de 

reconsideración, la cual fue denegada por el foro a quo mediante 

Orden emitida y notificada el 8 de julio de 2019. 
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El 24 de julio de 2020, la parte apelada compareció, 

por derecho propio, y presentó una moción de 

desestimación y solicitando notificación. Informaron que 

Scotiabank había vendido, cedido o transferido el pagaré 

y la hipoteca objeto del presente pleito. En vista de lo 

anterior, solicitaron la desestimación del recurso 

apelativo. El 10 de agosto de 2020, Franklin Credit 

Management Corporation, como agente de servicio de Bosco 

Credit X, compareció y se opuso a la solicitud de 

desestimación. Además, solicitó ser sustituido como 

parte apelante. El 16 de septiembre de 2016, mediante 

resoluciones emitidas a esos efectos, denegamos la 

solicitud de desestimación y autorizamos la sustitución 

de parte. 

Luego de examinar la posición de ambas, procedemos 

a resolver. 

-II- 

-A- 

Nuestro Tribunal Supremo ha reiterado que la moción 

de sentencia sumaria es un mecanismo procesal que provee 

nuestro ordenamiento jurídico para propiciar el balance 

entre el derecho de todo litigante a tener su día en 

corte y la disposición justa, rápida y económica de los 

litigios civiles principio consagrado en la Regla 1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 1. Mejías et al. 

v. Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 299 (2012); Ramos 

Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 220 (2010); Corp. 

Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 DPR 714, 

720-721 (1986). “Procede en aquellos casos en los que no 

existen controversias reales y sustanciales en cuanto a 

los hechos materiales, por lo que lo único que queda por 

parte del poder judicial es aplicar el Derecho”. 
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Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 109 

(2015), citando a Oriental Bank v. Perapi et al., 192 

DPR 7 (2014); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 

DPR 414, 430 (2013); Nieves Díaz v. González Massas, 178 

DPR 820, 847 (2010).  

La Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 36, atiende todo lo referente al mecanismo de 

sentencia sumaria. Esta regla establece que procederá 

que se dicte sentencia sumaria “si las alegaciones, 

deposiciones, contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, en unión a las declaraciones 

juradas si las hay, u otra evidencia demuestran que no 

hay controversia real sustancial en cuanto a algún hecho 

esencial y pertinente” y, además, “como cuestión de 

derecho … [procede] dictar sentencia sumaria a favor de 

la parte promovente”. Regla 36.3(e) de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(e); SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, supra. Únicamente procede dictar 

sentencia sumaria cuando surge de forma clara que el 

promovido no puede prevalecer y que el tribunal cuenta 

con la verdad de todos los hechos necesarios para poder 

resolver la controversia. Mejías et al. v. Carrasquillo 

et al., supra; Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. 

Purcell, supra.  

La parte que solicite la disposición de un asunto 

mediante el mecanismo de sentencia sumaria deberá 

establecer su derecho con claridad, pero, sobre todo, 

deberá demostrar que no existe controversia sustancial 

sobre algún hecho material. González Aristud v. Hosp. 

Pavía, 168 DPR 127, 137-138 (2006); Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 213. Un hecho es “material” si 

puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo 
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al derecho sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 213, citando a J.A. Cuevas 

Segarra, Tratado de derecho procesal civil, San Juan, 

Pubs. JTS, 2000, T. I, pág. 609; Mun. de Añasco v. ASES 

et al., 188 DPR 307, 326-327 (2013).  

La Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, regula 

de manera específica los requisitos de forma que debe 

cumplir tanto la parte promovente de la sentencia 

sumaria como la parte que se opone. En lo aquí 

pertinente, la Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 36.1, dispone:  

Una parte que solicite un remedio podrá, en 

cualquier momento después de haber 

transcurrido veinte (20) días a partir de la 

fecha en que se emplaza a la parte demandada, 

o después que la parte contraria le haya 

notificado una moción de sentencia sumaria, 

pero no más tarde de los treinta (30) días 

siguientes a la fecha límite establecida por 

el tribunal para concluir el descubrimiento de 

prueba, presentar una moción fundada en 

declaraciones juradas o en aquella evidencia 

que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales 

y pertinentes, para que el tribunal dicte 

sentencia sumariamente a su favor sobre la 

totalidad o cualquier parte de la reclamación 

solicitada.  

La Regla 36.3(a) de Procedimiento Civil establece 

lo que deberá contener la moción de sentencia sumaria. 

32 LPRA Ap. V, R. 36.3(a). De no cumplir el promovente 

con los requisitos de forma, el tribunal no estará 

obligado a considerar la moción. Meléndez González et 

al. v. M. Cuebas, supra, pág. 110.  

De otro lado, según dispone la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3, la parte 

que se oponga a que se dicte sentencia sumaria deberá 

controvertir la prueba presentada por la parte 

promovente, por lo que deberá cumplir con los mismos 

requisitos que tiene que cumplir esta última. 
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Específicamente, la Regla 36.3(b) de Procedimiento Civil 

establece lo que deberá contener la contestación a la 

moción de sentencia sumaria. 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(b). 

Si la parte contraria no presenta su contestación dentro 

del término provisto para ello, se entenderá que la 

moción de sentencia sumaria queda sometida para ser 

considerada por el tribunal. Regla 36.3(e) de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(e). El 

tribunal podrá dictar sentencia sumaria a favor de la 

parte promovente, si procede en derecho. SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, supra.  

Por otra parte, establece el inciso (d) de la Regla 

36.3 de Procedimiento Civil:  

(d) Toda relación de hechos expuesta en la 

moción de sentencia sumaria o en su 

contestación podrá considerarse admitida si se 

indican los párrafos o las páginas de las 

declaraciones juradas o de otra prueba 

admisible en evidencia donde ésta se 

establece, a menos que esté debidamente 

controvertida conforme lo dispone esta regla. 

[....] 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(d).  

En cuanto a nuestra función revisora, al evaluar la 

concesión o denegatoria de una solicitud de sentencia 

sumaria, este Tribunal se encuentra en la misma posición 

que el Tribunal de Primera Instancia y deberá aplicar 

los mismos criterios que la Regla 36 de Procedimiento 

Civil, supra, y su jurisprudencia interpretativa imponen 

al foro primario.  Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 

supra, pág. 118.  Además, este Tribunal deberá revisar 

que la solicitud de sentencia sumaria y su oposición 

cumplan con los requisitos de forma codificados en la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, supra. Íd. Asimismo, 

nos corresponde exponer cuáles son los hechos materiales 

en controversia y cuáles están incontrovertidos, en 
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cumplimiento con las exigencias de la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.4. Íd. Por el 

contrario, de entender que los hechos materiales estaban 

realmente incontrovertidos, nuestra revisión quedará 

limitada a auscultar si el tribunal apelado aplicó el 

derecho correctamente. Íd., pág. 119. 

-B- 

El Artículo 1204 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

3343, consagra la doctrina de cosa juzgada. El referido 

artículo dispone, en lo pertinente, lo siguiente:  

Contra la presunción de que la cosa juzgada es 

verdad, sólo será eficaz la sentencia ganada 

en juicio de revisión.  

 

Para que la presunción de cosa juzgada surta 

efecto en otro juicio, es necesario que entre 

el caso resuelto por la sentencia y aquél en 

que ésta sea invocada, concurra la más 

perfecta identidad entre las cosas, las 

causas, las personas de los litigantes y la 

calidad con que lo fueron.  

 

[....]  

 

Se entiende que hay identidad de personas 

siempre que los litigantes del segundo pleito 

sean causahabientes de los que contendieron en 

el pleito anterior, o estén unidos a ellos por 

vínculos de solidaridad o por los que 

establece la indivisibilidad de las 

prestaciones entre los que tienen derecho a 

exigirlas u obligación de satisfacerlas.  

El ilustre tratadista español Manresa define la 

doctrina de cosa juzgada como “lo ya resuelto por fallo 

firme de un Juez o Tribunal competente, y lleva en sí la 

firmeza de su irrevocabilidad”. J.M. Manresa, 

Comentarios al Código Civil Español, Ed. Reus, T. VIII, 

Vol. II, 6ta Ed., Madrid, España, 1967, pág. 278.  El 

efecto inexorable de la doctrina de cosa juzgada es “que 

la sentencia dictada en un pleito anterior impide que se 

litiguen en un pleito posterior entre las mismas partes 

y sobre la misma causa de acción y cosas, las cuestiones 
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ya litigadas y adjudicadas y aquellas que pudieron haber 

sido litigadas y adjudicadas con propiedad en la acción 

anterior”.  Méndez v. Fundación, 165 DPR 253, 267 

(2005), citando a Banco de la Vivienda v. Carlo Ortiz, 

130 DPR 730, 739 (1992) (Énfasis suplido). Véanse, 

además: Pagán Hernández v. U.P.R., 107 DPR 720, 732-733 

(1978); Mercado Riera v. Mercado Riera, 100 DPR 940, 950 

(1972). 

 Para la aplicación de la doctrina han de concurrir 

los siguientes requisitos: (1) que haya una primera 

sentencia válida, final y firme; (2) las partes en el 

primer litigio sean las mismas en el segundo; (3) ambos 

pleitos se traten del mismo objeto o asunto;(4) en el 

primer pleito se haya pedido igual remedio que el que se 

pida en el segundo, y; (5) las partes litiguen en la 

misma calidad en ambos pleitos. S.L.G. Szendrey-Ramos v. 

Consejo Titulares, 184 DPR 133, 155 (2011); Bonafont 

Solís v. American Eagle, 143 DPR 374, 383 (1997).  

La cosa “es el objeto o materia sobre el cual se 

ejercita la acción” por lo que el requisito de identidad 

de cosas implica que el segundo pleito ha de referirse 

al mismo asunto que se atendió en el primero. 

Presidential v. Transcaribe, 186 DPR 263, 274 (2012); A 

& P Gen. Contractors v. Asoc. Caná, 110 DPR 753 (1981). 

Para saber si hay identidad del objeto debe auscultarse 

si “un juez, al hacer una determinación, se expone a 

contradecir el derecho afirmado en una decisión 

anterior”, tomando en consideración no solo cuál es “la 

cosa sobre la cual se suscita la controversia, sino 

también el planteamiento jurídico que se genera en torno 

a ella”. Presidential v. Transcaribe, supra. El 

requisito adicional de identidad de causa se refiere al 
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fundamento u origen de la acción, eso es, habrá dicha 

identidad “cuando los hechos y los fundamentos de las 

peticiones son idénticos en lo que afecta a la cuestión 

planteada”. Íd. Tendrá que evaluarse si ambos reclamos 

se basan “en la misma transacción o núcleo de hechos”. 

Íd. Respecto a la identidad de personas de los litigantes 

y la calidad en que lo fueron, el efecto de la doctrina 

de cosa juzgada se extiende “a quienes intervienen en el 

proceso a nombre y en interés propio”. Íd. Cumplidos los 

requisitos de identidad de cosas y causas, las personas 

jurídicas que sean partes en ambos pleitos son las mismas 

que resultarían directamente afectadas por la doctrina 

de cosa juzgada. Íd.  

-C- 

El debido proceso de ley es un derecho fundamental 

reconocido en nuestra Constitución y en la de los Estados 

Unidos. Art. II Sec. 7, Const. ELA, LPRA Tomo I; Emda. 

V y XIV, Const. EE.UU. Garantiza que ninguna persona sea 

privada de su libertad o propiedad sin el debido proceso 

de ley. González v. Hospital Pavía, 168 DPR 127, 134 

(2006). 

 El derecho a un debido proceso de ley se manifiesta 

en dos vertientes: la sustantiva y la procesal. En la 

vertiente procesal, este precepto impone al Estado la 

obligación de garantizar que la intervención con los 

intereses de libertad y propiedad de los individuos se 

haga mediante procedimientos justos, equitativos y de 

respeto a los individuos afectados.  Díaz Rivera v. Srio. 

de Hacienda, 168 DPR 1, 25 (2006); López Vives v. Policía 

de P.R., 118 DPR 219, 231 (1987).  

Para que un procedimiento cumpla con el debido 

proceso de ley en su vertiente procesal debe cumplir con 
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los siguientes requisitos: 1) notificación adecuada del 

proceso; 2) que el proceso sea ante un juzgador 

imparcial; 3) la parte afectada tenga la oportunidad de 

ser oída; 4) derecho a contrainterrogar testigos y 

examinar la evidencia presentada en su contra; 5) tener 

asistencia de abogado y 6) que la decisión se base en el 

expediente del caso. Díaz Rivera v. Srio. De Hacienda, 

supra; López y otros v. Asoc. De Taxis de Cayey, 142 DPR 

109, 114 (1996). 

Como corolario del debido proceso de ley, la 

notificación adecuada es esencial en todo procedimiento 

adversativo. Hernández v. Secretario, 164 DPR 390, 396 

(2005). La notificación es parte integral de la 

actuación jurídica que redunda en que los dictámenes 

emitidos por un tribunal con jurisdicción surtan efectos 

jurídicos.  Banco Popular v. Andino Solís, 192 DPR 172 

(2015). Hasta que no se subsane una notificación 

defectuosa, no comenzarán a transcurrir los remedios 

post sentencia que puedan interponerse ante la sentencia 

dictada. Banco Popular v. Andino Solís, supra.  El deber 

de notificar a las partes adecuadamente no es un mero 

requisito, sino que ello afecta los procedimientos 

posteriores al dictamen referido. Dávila Pollock et als. 

v. R.F. Mortgage, 182 DPR 86, 94 (2011).  

-III- 

  Como cuestión de umbral, es preciso señalar que 

los señalamientos de error formulados por la Apelante 

van exclusivamente dirigidos a cuestionar la aplicación 

del estado de derecho, pues no cuestiona la existencia 

de hechos esenciales en controversia.  

En su recurso, Scotiabank sostiene que el foro 

apelado erró al aplicar la doctrina de cosa juzgada. La 
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Apelante sostiene que no fue parte en el Caso del 2012, 

y que, por tanto, no se satisfacen los requisitos para 

la aplicación de la doctrina de cosa juzgada. Le asiste 

la razón. 

Es sabido que un vicio en la notificación 

constituye una violación al debido proceso de ley.  En 

el presente caso la Apelante alega que las 

notificaciones en el Caso del 2012 fueron cursadas a la 

FDCI.  En virtud de lo anterior, sostiene que no puede 

ser considerada parte en dicho pleito.   

En un esfuerzo por analizar la controversia traída 

ante nuestra atención, requerimos la remisión de los 

autos del caso núm. Civil KCD2012-0069.  Como 

mencionáramos, el 8 de enero de 2013, el foro a quo dictó 

una Orden, en la cual autorizó la sustitución de Doral 

por Scotiabank. A pesar de ello, un examen de las 

notificaciones emitidas a partir de dicho momento revela 

que, si bien estas fueron cursadas a la dirección que 

informó la representación legal de Scotiabank previo a 

su renuncia, estas fueron dirigidas al FDIC, una persona 

jurídica diferente a Scotiabank, y que no representa a 

dicha institución bancaria. Por tanto, es forzoso 

concluir que Scotiabank no fue notificado adecuadamente 

de los dictámenes emitidos a partir de dicho momento, 

incluyendo la Sentencia emitida el 18 de septiembre de 

2018, por lo que no podemos hablar de que existía una 

sentencia final en el caso civil núm. KDC2021-0069. 

La doctrina de cosa juzgada requiere, entre otras 

cosas, que las partes en el primer litigio sean las 

mismas en el segundo litigio en el que se pretende 

aplicar la referida doctrina. Tras tomar conocimiento 

judicial de que, la Sentencia emitida en el Caso del 
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2012 nunca le fue notificada a Scotiabank es forzoso 

concluir que no cabe entender que había una sentencia 

válida final y firme entre las mismas partes. Por tanto, 

toda vez que Scotiabank no fue notificado de la referida 

Sentencia, esta no se le puede oponer a dicha parte.  

Siendo ello así, resulta improcedente que el foro 

apelado aplicara la doctrina de cosa juzgada en el caso 

de epígrafe. La sentencia sumaria dictada no procedía 

como cuestión de derecho. 

-IV- 

 En mérito de los fundamentos antes expuestos, se 

REVOCA la Sentencia apelada. Se devuelve el caso al 

Tribunal de Primera Instancia para que continúen los 

procedimientos en el caso de título de forma consistente 

con lo dispuesto en esta Sentencia. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


